Proceso Ordinario Laboral

66001-31-05-001-2017-00310-01

Octavio Valencia Álzate, Adriana, Beatriz Eugenia, Juan Carlos y Edwin Alexander Valencia Gutiérrez

 Vs Colpensiones

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Consulta Sentencia

Proceso:

Ordinario Laboral 

Radicación No:

66001-31-05-001-2017-00310-01

Demandante:

Octavio Valencia Álzate y otros
Demandado:

Colpensiones

Juzgado de origen:
Primero Laboral del Circuito de Pereira

TEMAS:
RETROACTIVO PENSIONAL / RECLAMO POR PENSIONADO FALLECIDO / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / LA ACCIÓN JUDICIAL LA PUEDEN INICIAR LOS CAUSAHABIENTES / PERO EL PAGO DEBE ORDENARSE A FAVOR DE LA MASA SUCESORAL / CARGA PROBATORIA DEL DEMANDANTE / DEMOSTRAR LA CALIDAD QUE ALEGUE.
La legitimación en la causa por activa es entendida como aquella facultad que tiene una persona conforme a la ley sustancial para formular ante un juez el reconocimiento de unas pretensiones, independientemente de que ellas estén llamadas a prosperar. (…)
Sin perjuicio de lo establecido en el numeral 4 del artículo 26 del CPTSS, quién actúa invocando una calidad determinada esta compelido acreditarla al tenor del artículo 85 del CGP aplicable por remisión expresa del artículo 145 ibídem, que dispone que en la demanda se deberá aportar prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, este último atributo que solo se podrá probar por la escritura pública, por acta de conciliación o por sentencia judicial, conforme el artículo 4º de la Ley 979 de 2005. (…)
… en este caso se tiene acreditado conforme a los registros civiles de nacimiento que los señores Beatriz Eugenia, Adriana, Juan Carlos, Edwin Alexander Valencia Gutiérrez son hijos de la causante Dora Inés Gutiérrez Cortés, por lo que respecto de ellos la calidad de herederos se encuentra probada dentro del plenario…
No pasa igual respecto del señor Octavio Valencia Álzate, quién dice fue compañero permanente de la pensionada, pues ninguna prueba aportó al proceso que demostrará tal calidad de la forma dispuesta en la Ley 979 de 2005…
El inciso final del artículo 40 de la Ley 100 de 1993 prescribió que la pensión de invalidez se reconocerá a solicitud de la parte interesada y comenzará a pagarse en forma retroactiva desde la fecha en que se produzca tal estado. En esa medida, irrelevante aparece la desafiliación del sistema pensional, en tanto que su causación y pago se remiten a la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral.

No obstante lo anterior, el pago de la misma se condiciona al reconocimiento de pagos por incapacidad temporal, por lo que, las mesadas pensionales de invalidez solo se disfrutaran después de finalizado tal subsidio, toda vez que se trata del reconocimiento de prestaciones respecto de una misma contingencia -art. 3º del Decreto 917/99-. (…)

… es pertinente aclarar que si bien le asiste derecho a los hijos de la señora Dora Inés Gutiérrez Cortés para incoar está acción, el pago ordenado solo se podrá imponer a favor de la masa sucesoral, no para cada uno de ellos, al no probarse el porcentaje que puedan llegar a tener en la sucesión de su madre y la inexistencia de otras personas con igual posibilidad en recoger bienes de la causante…
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Sustanciadora

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

En Pereira, a los ocho (8) días del mes de octubre de dos mil diecinueve (2019), siendo las ocho y quince de la mañana (8:15 a.m.), la Sala Segunda de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida el 10 de abril de 2019 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Octavio Valencia Álzate, Adriana, Beatriz Eugenia, Juan Carlos y Edwin Valencia Gutiérrez contra la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, radicado bajo el N° 66001-31-05-001-2017-00310-01.
Registro de asistencia:
Demandantes y su apoderada: 

Demandado y su apoderada:

Traslado a las partes
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos atendiendo lo previsto en el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007.
ANTECEDENTES
1. Síntesis de la demanda y su contestación

La parte demandante pretende que se declare que Dora Inés Gutiérrez Cortés tenía derecho al reconocimiento de la pensión de invalidez a partir del 14-03-2014, fecha de estructuración de su PCL; en consecuencia, se disponga el pago del retroactivo desde esta data hasta el 30-06-2015, un día antes del reconocimiento de la prestación económica, junto con los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993; subsidiariamente la indexación y las costas procesales.

Fundamenta sus aspiraciones en que: i) Dora Inés Gutiérrez Cortés falleció el 08-02-2016 y en vida se le dictaminó por Colpensiones una PCL del 60.40%, estructurada el 14-03-2014; ii) mediante Resolución GNR 175888 de 16-06-2015 la entidad accionada le reconoció a la mencionada la pensión de invalidez a partir del 01-07-2015; iii) el 10-11-2015 la causante solicitó el pago del retroactivo pensional, que fue negado a través de la Resolución GNR 4033 del 06-01-2016; iv) por medio de la Resolución GNR 225950 del 01-08-2016 se le concedió la pensión de sobrevivientes a favor del señor Octavio Valencia Álzate en calidad de compañero permanente; v) la de cujus nunca recibió pago por concepto de incapacidad médica.
La Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones se opuso a todas las pretensiones de la demanda y como razones de defensa argumentó que en virtud del amparo constitucional elevado por la causante se reconoció la pensión de invalidez mediante Resolución GNR 175888 del 16-06-2015 en aplicación de la normativa vigente. Propuso como excepciones las que denominó “Inexistencia de la obligación demandada y prescripción”. 

2. Síntesis de la sentencia consultada
El Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira declaró que la señora Dora Inés Gutiérrez Cortés tenía derecho a que se le reconociera la pensión de invalidez a partir del 14-03-2014, fecha en que se estructuró su estado de invalidez; máxime que no se le cancelaron incapacidades; por tanto, condenó a Colpensiones a pagar a Adriana, Beatriz Eugenia, Juan Carlos y Edwin Alexander Valencia Gutiérrez, en calidad de herederos, el retroactivo pensional en porciones iguales, más los intereses moratorios al resolverse de manera extemporánea la petición sin existir justa causa y las costas procesales.

De otro lado, declaró probada la excepción de inexistencia de la obligación demandada y decretó de oficio la de falta de legitimación en la causa por activa, ambas respecto del señor Octavio Valencia Álzate al no acreditar la condición de heredero y, en consecuencia absolvió a Colpensiones de las pretensiones incoadas por él.

3. Del grado jurisdiccional de consulta

En tanto la decisión de primer grado resultó desfavorable a los intereses de Colpensiones y del señor Octavio Valencia Álzate se dio curso a la consulta, de conformidad con el artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. 

CONSIDERACIONES

Cuestión previa

No se encuentra en discusión el derecho a la pensión de invalidez de Dora Inés Gutiérrez Cortés, en tanto que el mismo fue reconocido en la Resolución GNR 175888 del 16-06-2015, en cuantía de un salario mínimo legal mensual vigente (fls. 32 a 35, cdno 1), pero no en cumplimiento de orden de tutela, pues solo se dispuso por el juez constitucional dar respuesta al derecho de petición sin señalar el sentido de la misma, pues consultada la página web de la Rama Judicial se constató que el Juzgado Tercero de Familia de Pereira en sentencia del 18-06-2015 tuteló el derecho fundamental de petición de la causante.
1. De los problemas jurídicos
Visto el recuento anterior la Sala se formula los siguientes:

1.1. ¿Los litigantes que conforman la parte demandante de este proceso están legitimados por activa para reclamar el pago del retroactivo que generó la pensión de invalidez que le fuera reconocida a la señora Dora Inés Gutiérrez Cortés en vida?

1.2. En caso positivo ¿A partir de qué momento tenía derecho Dora Inés Gutiérrez Cortés a disfrutar de la pensión de invalidez?
1.3. ¿Las mesadas pensionales que se causaron estuvieron afectadas por el fenómeno de la prescripción?
1.4. ¿Hay lugar al reconocimiento de los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993?

2. Solución a los problemas jurídicos 

2.1. Legitimación en la causa por activa

La legitimación en la causa por activa es entendida como aquella facultad que tiene una persona conforme a la ley sustancial para formular ante un juez el reconocimiento de unas pretensiones, independientemente de que ellas estén llamadas a prosperar.

Al respecto, la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia ha enseñado que la legitimación en la causa es una de las condiciones imprescindibles para la prosperidad de la pretensión elevada, y por ello hace parte del derecho sustancial de la acción, que ante su ausencia implica irremediablemente una sentencia desestimatoria, o dicho de otra forma, la ausencia de tal elemento implica que el reclamante no es titular del derecho pretendido, y por ende, obtendrá de la jurisdicción un fallo absolutorio
.  

Sin perjuicio de lo establecido en el numeral 4 del artículo 26 del CPTSS, quién actúa invocando una calidad determinada esta compelido acreditarla al tenor del artículo 85 del CGP aplicable por remisión expresa del artículo 145 ibídem, que dispone que en la demanda se deberá aportar prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, este último atributo que solo se podrá probar por la escritura pública, por acta de conciliación o por sentencia judicial, conforme el artículo 4º de la Ley 979 de 2005.
Y el artículo 520 del estatuto adjetivo civil consagra que en el mismo proceso de sucesión se podrá liquidar la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes.

Al punto es preciso resaltar que si bien el derecho a la pensión es personalísimo, pues únicamente el afiliado en quién concurre el riesgo que genera el derecho pensional, vejez o invalidez, es el llamado a ejercer el reclamo del mismo, lo cierto es que existen derechos trasmisibles por causa de muerte, y entre ellos, los patrimoniales en formación, los derivados de la posesión y el derecho de accionar o llamado de otra forma, derecho de protección jurídica.

En el último evento, tal derecho se concreta en la facultad de pretender ante la administración de justicia la declaración de una situación jurídica que el causante en vida pudo ejercer; facultad que entonces se trasmite a sus herederos, y en consecuencia, el producto de tal accionar hará parte de la masa sucesoral del impedido por causa natural
, y no a favor de quien ejercita la acción, como desacertadamente pretende ahora la parte demandante. 
Conforme a las normas citadas no hay duda que los herederos y el compañero permanente tienen a su alcance la acción iure hereditaria para reclamar los derechos que se causaron en vida de la obitada; quienes tendrán la carga de probar la calidad que invocan.

Y en este caso se tiene acreditado conforme a los registros civiles de nacimiento que los señores Beatriz Eugenia, Adriana, Juan Carlos, Edwin Alexander Valencia Gutiérrez son hijos de la causante Dora Inés Gutiérrez Cortés, por lo que respecto de ellos la calidad de herederos se encuentra probada dentro del plenario (fls. 22 a 25, cdno 1).

No pasa igual respecto del señor Octavio Valencia Álzate, quién dice fue compañero permanente de la pensionada, pues ninguna prueba aportó al proceso que demostrará tal calidad de la forma dispuesta en la Ley 979 de 2005, esto es, por escritura pública, acta de conciliación o sentencia judicial, por lo que se debe colegir que este carece de legitimación, pero no por las consideraciones vertidas en primera instancia; razón por la cual hay lugar a confirmar en este aspecto la sentencia consultada. Y lo dicho muy a pesar de la pensión de sobrevivientes.
2.2. Hito inicial de reconocimiento y disfrute de la pensión de invalidez
El inciso final del artículo 40 de la Ley 100 de 1993 prescribió que la pensión de invalidez se reconocerá a solicitud de la parte interesada y comenzará a pagarse en forma retroactiva desde la fecha en que se produzca tal estado. En esa medida, irrelevante aparece la desafiliación del sistema pensional, en tanto que su causación y pago se remiten a la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral.

No obstante lo anterior, el pago de la misma se condiciona al reconocimiento de pagos por incapacidad temporal, por lo que, las mesadas pensionales de invalidez solo se disfrutaran después de finalizado tal subsidio, toda vez que se trata del reconocimiento de prestaciones respecto de una misma contingencia -art. 3º del Decreto 917/99-.
Conforme al material probatorio adosado al expediente se encuentra acreditado que la señora Dora Inés Gutiérrez Cortés fue calificada el 02-11-2014 por Colpensiones con una PCL equivalente al 60,40% de origen común y con fecha de estructuración del 14-03-2014 (fls. 28 a 30, cdno 1), calenda que no fue reprochada por los intervinientes.

Por otro lado, de conformidad con el certificado de incapacidades emitido por Servicios Occidentales de Salud S.O.S., la causante no devengó prestación económica alguna por este concepto (fls. 177 a 179, cdno 1).

Así las cosas y en atención a las disposiciones citadas previamente, se advierte que el derecho pensional por invalidez a favor Dora Inés Gutiérrez Cortés debía ser reconocido a partir del 14-03-2014, fecha en que se estructuró la invalidez, por lo que a partir de ella procederá el retroactivo y no como se hizo en la Resolución N° GNR 175888 de 16-06-2015, desde el primer día del mes siguiente (fls. 31 y ss, cdno 1) y hasta el 30-06-2015 un día antes del reconocimiento pensional, en tanto que ningún asidero tenía el argumento dado por Colpensiones de la ausencia de prueba de pago de incapacidades, pues precisamente dicha omisión implicaba que no existió, como acertadamente lo indicó la a quo.
Sin embargo, en este punto es pertinente aclarar que si bien le asiste derecho a los hijos de la señora Dora Inés Gutiérrez Cortés para incoar está acción, el pago ordenado solo se podrá imponer a favor de la masa sucesoral, no para cada uno de ellos, al no probarse el porcentaje que puedan llegar a tener en la sucesión de su madre y la inexistencia de otras personas con igual posibilidad en recoger bienes de la causante y en este sentido habrá que modificarse el numeral 5º de esta sentencia.

Bien para la liquidación del retroactivo se deberá tener en cuenta lo dispuesto en la Resolución No. 175888 de 16-06-2015 respecto del valor de la mesada, por lo que practicadas las operaciones aritméticas de rigor el valor a que tenía derecho la causante entre el 14-03-2014 y el 30-06-2015, asciende a la suma de $10.641.690; sin embargo, como el presente trámite se surte a favor de Colpensiones por el grado jurisdiccional de consulta se mantendrá la condena impuesta por la jueza de primer nivel en cuantía $10.352.580 al no ser objeto de apelación por la parte actora favorecida con la condena.
2.3. Intereses moratorios

Los réditos moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, para el caso de las pensiones de invalidez, se causan cuando las administradoras de pensiones sobrepasan el término de 4 meses para reconocer la prestación, contados a partir del momento en que se presentó la solicitud pensional, siempre que para dicho momento se reúnan los requisitos que permitan el acceso a la pensión de invalidez, o cuando no se efectué su pago en término, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 19 del Decreto 656 de 1994, en concordancia con el artículo 9 de la Ley 797 de 2003 y la sentencia SU 975 de 2003 de la Corte Constitucional. 

Ahora bien, en cuanto a los intereses moratorios se tiene que el 06-01-2015 la causante Dora Inés Gutiérrez Cortés solicitó el reconocimiento de la pensión de invalidez (fl. 73, cdno 1); no obstante, la administradora pensional solo dio respuesta a la petición con la expedición de la Resolución No. GNR 175888 de 16-06-2015, esto es, por fuera del término de los 4 meses que tenía para su reconocimiento, por lo que los intereses moratorios debían reconocerse a partir del 06-05-2015 como lo dijo la a quo.
2.4. Prescripción

El artículo 151 del C.P.T. y de la S.S. estableció el plazo de 3 años para la extinción de los derechos emanados de las leyes sociales, contados a partir de la exigibilidad de la respectiva obligación. En ese sentido, el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 determina que la pensión de invalidez se desprende de la constatación del estado invalidante, determinado válidamente por las autoridades facultadas por la ley para ello, en virtud de un manual único de invalidez. 

Entonces, el plazo extintivo para el reconocimiento de esta prestación inicia con la fecha de emisión del dictamen respectivo, sin que al punto deban incluirse fechas diferentes como la estructuración de la PCL.

Por otro lado, el fenómeno deletéreo se interrumpirá con la reclamación, término que volverá a contarse una vez se dé respuesta a la reclamación, salvo que pasado un mes, se adelanten gestiones por el petente para el reconocimiento del derecho - – art. 6 del C.P.T. y de la S.S. -.

En este orden de ideas al emitirse el dictamen de pérdida de la capacidad laboral el 02-11-2014 (fls. 27 a 30, cdno 1), esta data es cuando se hace exigible la obligación pensional, término trienal que interrumpió Dora Inés Gutiérrez Cortés al presentar reclamación administrativa el 06-01-2015 (fl. 73, cdno 1), que volvió a correr al notificársele la Resolución No. GNR 175888 de 16-06-2015, incoando la demanda al año siguiente el 10-07-2017 (fl. 56, cdno 1), entonces ninguna mesada pensional alcanzó a prescribir.
CONCLUSIÓN

A tono con lo expuesto, se modificará el numeral 5º para en su lugar ordenar que el pago se realice a favor de la masa sucesoral de la señora Dora Inés Gutiérrez Cortés, en lo demás se confirmará la sentencia recurrida, sin costas en esta instancia por tratarse del grado jurisdiccional de consulta.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Segunda de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: MODIFICAR el numeral 5º de la sentencia proferida el 10 de abril de 2019 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Octavio Valencia Álzate, Adriana, Beatriz Eugenia, Juan Carlos y Edwin Valencia Gutiérrez contra la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, para mayor comprensión quedará así:
“QUINTO: CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES al reconocimiento y pago en favor de la masa sucesoral de la señora Dora Inés Gutiérrez Valencia, la suma de $10.352.580, por concepto de mesadas retroactivas de la pensión de invalidez reconocida a la señora Gutiérrez Valencia, causadas a partir del 14 de marzo de 2014 y hasta el 30 de junio de 2015”.
SEGUNDO: CONFIRMAR en lo demás la sentencia consultada. 
TERCERO: Sin costas en esta instancia por lo expuesto. 
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.

Quienes integran la Sala,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado




Magistrado




 


Salvamento de voto parcial
� CSJ SC de 14 de marzo de 2002, Rad. 6139, reiterada en la SC2642-2015, Radicación n° 11001-31-03-030-1993-05281-01 del 10/03/2015; 23 de abril de 2007, Rad. 1999-00125-01.


� Valencia Zea, A. Derecho Civil, T. VI Sucesiones. Edit. Temis. Pp. 7-8.
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